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Presentación: 
La transformación de la vida democrática dentro de Jalisco 
 
El año 2017 fue uno de los más difíciles y complejos en la vida del país. No sólo por la 
violencia y la inseguridad que se vive en distintas regiones de México, sino también 
por los efectos económicos y sociales de políticas que han sido implementadas de 
manera ineficiente y sin base social, afectando gravemente la calidad de vida de 
muchas personas. 
 



Ante este escenario, los Partidos Políticos que formamos parte de la Coalición “Por 
México, al Frente” decidimos precisamente eso, dar un paso hacia delante con una 
clara idea de la transformación que México requiere con urgencia frente a realidades 
como: 
 
 

 Un sistema político excluyente, restrictivo, con tendencia a acotar las libertades, la 
movilidad social y el desarrollo, sin los incentivos adecuados para los acuerdos y 
que propicia la fragmentación política en el poder legislativo, así como gobiernos 
minoritarios, sin legitimidad política, electos por bajos porcentajes de votación.  
 

 Una profunda crisis de legitimidad social que aqueja, cada día que pasa, a las 
instituciones del Estado, incluyendo a los partidos políticos. Crisis que atenta 
contra la estabilidad social, la gobernabilidad política y el orden democrático. 

 

 Una generación de gobernantes que carece por completo de valores como la 
honestidad, la transparencia o la ética, aunado a  la ausencia de un sistema 
efectivo de pesos, contrapesos y rendición de cuentas. Esa nefasta combinación 
ha dado pie a inéditas redes de corrupción que invaden y corroen impunemente 
las estructuras de autoridad. 

 

 Un gobierno autoritario que persigue a sus opositores; que utiliza los recursos de 
la inteligencia para espiar a activistas y defensores de los derechos humanos; que 
no sabe convivir en la pluralidad democrática; y que ha violado sistemáticamente 
las garantías de libertad de expresión y seguridad para ejercer un periodismo 
crítico y sin miedo. 

 

 Una pobreza y desigualdad que impiden a millones de mexicanos –casi la mitad 
del total de la población— acceder a una vida digna. Los crecientes recursos 
presupuestales en los programas sociales no han logrado reflejarse en un 
mejoramiento de las condiciones de vida de los mexicanos. La pobreza lastima a 
más de 50 millones de mexicanos, pues ha prevalecido una visión clientelar por 
encima de la más elemental sensibilidad ante el sufrimiento de millones. 

 

 La mayor violencia e inseguridad de la historia reciente de nuestro país, la cual 
lastima a comunidades enteras y nos coloca frente a la ausencia de un Estado que 
ha sido incapaz de garantizar la seguridad de las personas en multitud de 
localidades. 

 
Este panorama se repite en distintos municipios y regiones dentro de Jalisco. Los malos 
gobiernos, la ausencia de una participación ciudadana real, el descrédito de las 
instituciones, la falta de ética en quienes están al frente de las administraciones públicas, 
el aumento y agudización de la pobreza y la desigualdad, y sobre todo, de la violencia y la 
inseguridad son la cotidianidad de la gente. 



 
La Coalición por Jalisco al Frente 
 
Quienes conformamos la Coalición Por Jalisco al Frente no vemos el futuro de las 
distintas regiones y municipios de nuestro estado con resignación ni estamos dispuestos 
a renunciar a nuestra responsabilidad de participar en la construcción de alternativas 
locales. Partimos de tres premisas básicas: ni la corrupción es cultural, ni la desigualdad es 
natural, ni la violencia es inevitable. Para nosotros la función del gobierno no es 
administrar la crisis. No apostamos por un cambio de partido en el poder ni de personas 
en los cargos. Nos unen causas y el propósito de construir un nuevo régimen. Nuestra 
prioridad es erradicar la impunidad, crear condiciones para que a los honestos les vaya 
bien, a los corruptos mal y para que todas las personas tengamos una vida digna y con 
plena seguridad jurídica, personal y patrimonial. 
 
Queremos municipios y regiones de Jalisco en el que todos y todas podamos gozar de 
nuestro derecho al bienestar, la libertad y la seguridad en un marco democrático. Donde 
prime un Estado de Derecho. Donde la corrupción y la impunidad no tengan cabida. En el 
que el gobierno esté verdaderamente al servicio de la sociedad. Un nuevo régimen 
caracterizado por un sistema político incluyente, comprometido con garantizar las 
libertades, que promueva el bienestar social y el desarrollo de todas las personas. 
 
Creemos que la solución a los problemas que hemos descrito y que vivimos en diferentes 
escalas no puede venir de los mismos que han generado los problemas. Es desde la gente 
y sus realidades desde donde pueden gestarse los cambios y eso requiere partidos 
políticos que estén dispuestos a dejar de lado sus diferencias para anteponer las 
coincidencias ante el escenario de urgencia que padecemos. Y es en este contexto que 
surgió la Coalición Por México al Frente, por lo que a nivel local, hemos decidido ir juntos 
en 74 municipios y 11 distritos locales. 
 
 
Los partidos políticos que integramos la Coalición no pretendemos mimetizarnos, ni 
renunciar a nuestra historia y principios, es decir, a nuestra identidad como 
organizaciones políticas autónomas. Pero sí estamos dispuestos, ante la situación de 
urgencia que vive el país, a poner por delante aquello que nos une. Experiencias similares 
han sido tremendamente exitosas en países como Alemania, Chile o Uruguay, en donde 
partidos demócrata-cristianos, humanistas y socialdemócratas han hecho alianzas 
políticas, electorales y de gobierno que, en su momento, permitieron terminar con 
regímenes dictatoriales o para generar desarrollo humano a partir de intereses comunes y 
siempre de la mano con la sociedad.  
 
Cambiar este régimen requiere poner a las personas en el centro de las decisiones y de las 
políticas públicas, para transformar el significado del acto de gobernar, para que los 
gobernantes ejerzan el poder público, a partir de la máxima democrática de que las y los 
ciudadanos mandan. 



 
Nuestro interés va más allá de una coalición electoral. Hemos establecido el compromiso 
de conformar un gobierno de coalición que permita impulsar en los poderes ejecutivo y 
legislativo la agenda de transformación que hoy ponemos a disposición de la ciudadanía. 
Conformamos la Coalición Por Jalisco al Frente con el compromiso de emprender un 
proyecto de transformación de largo plazo, en el que el interés general y el bienestar 
estén por encima de cualquier interés particular y por encima de las diferencias y las 
ideologías. Nuestro compromiso es con las legítimas demandas ciudadanas de 
transformación de la vida pública y de la realidad nacional y en este caso, regional. 
 
 
 
Una plataforma para las personas. 
A nivel local asumimos plenamente los documentos presentados por los partidos políticos 
que integran la Coalición Por México al Frente, con el compromiso de adecuarlos a las 
realidades de los municipios y regiones en donde vamos juntos. En este sentido, 
asumimos de manera directa, cuatro de los ejes que han sido signados en la plataforma 
de la Coalición: 
 

1. Transformación del actual régimen político y el impulso a la democracia 
ciudadana. 

2. El combate total y frontal a la corrupción y a la impunidad 
3. La pacificación de municipios y regiones del país, con seguridad, respeto a los 

derechos humanos y justicia para todas las personas. 
4. La necesidad de un desarrollo económico con crecimiento, inclusión social  y 

sostenibilidad. 
 
Estos cuatro ejes se suman a los que serán propuestos en nuestro Programa de Gobierno, 
en donde se incorporan elementos particulares relacionados con el desarrollo regional e 
integral, la gestión de los espacios urbanos, así como la búsqueda de propuestas que 
solucionen problemas específicos en Jalisco y sus municipios. 

I.1. Fortalecimiento del Estado de Derecho a nivel local. 
 
I.2. Consolidar una sociedad de derechos en la que se incentive la movilidad social, se 
respete la dignidad humana y la libertad personal para el pleno desarrollo de las 
personas. 
 
I.3. Incluir como eje central de las políticas y programas de gobierno un enfoque 
transversal de igualdad sustantiva de género desde la perspectiva de los derechos 
humanos. 
 
I.4. Construir una agenda legislativa desde el Congreso de Jalisco desde la cual se 
impulsen las acciones que la Coalición tome para fortalecer el federalismo 
estableciendo pesos y contrapesos entre los Poderes de la Unión y los órdenes de 



gobierno, con mecanismos de transparencia y rendición de cuentas. Esto incluye 
medidas como la aprobación en nuestro Congreso local de cambios constituciones 
como: 
 

I.4.1. Promover modificaciones constitucionales que desmantelen el sistema 
presidencialista vigente, sustituyéndolo por uno que garantice la participación de 
la sociedad en los temas trascendentes para el país.  
 
I.4.2. Establecer reformas constitucionales que favorezcan la construcción de 
mayorías parlamentarias estables y sólidas para fortalecer al Congreso de la Unión 
como contrapeso efectivo del Ejecutivo y corresponsable en la toma de 
decisiones, garantizando que el periodo para los órganos de gobierno de las 
Cámaras de Diputados y Senadores que se integren duren una legislatura 
completa y no un año. 
 
I.4.3. Reestructurar de manera integral el funcionamiento interno de los tres 
órdenes de gobierno y de los organismos autónomos; así como  sus mecanismos 
de coordinación. 
 
I.4.4. Revisar y adecuar el régimen de distribución de competencias y 
responsabilidades entre el gobierno federal, las entidades federativas y los 
municipios. 
 
I.4.5. Promover una reforma al Poder Judicial, tanto a nivel federal como local, 
para garantizar su autonomía e independencia y al mismo tiempo impulsar en su 
interior, la transparencia y rendición de cuentas sobre su desempeño y renovación, 
y en lo exterior, el combate a la corrupción y a la impunidad. 

  

I.4.6. Establecer la obligatoriedad de la ratificación por parte del Congreso de la 
Unión del Plan Nacional de Desarrollo, con una visión de Estado y de largo plazo. 

 
I.5. Fortalecer el sistema democrático. 

 
I.5.1. Fomentar que la participación ciudadana sea elemento fundamental en la 
toma de decisiones y la rendición de cuentas, a través de mecanismos como la 
iniciativa ciudadana, plebiscito, referéndum, ratificación, revocación de mandato, 
planeación y presupuestos participativos con transparencia y rendición de 
cuentas.  
 
I.5.2. Establecer debates públicos permanentes entre los partidos políticos,  los 
gobernantes y la ciudadanía, con formatos flexibles, para contrastar las ideas y las 
decisiones sobre políticas públicas, y volver tales debates obligatorios, sin 
limitación alguna.  
 



1.5.3 Eliminar toda forma de violencia política contra la mujer y ampliar los 
espacios de representación y participación de las mujeres en la vida pública, 
impulsando que todo órgano colegiado se integre de manera paritaria. 
 
I.5.4. Fortalecer el marco de operación de las organizaciones sociales.  
 

I.6. Promover leyes que fundamenten y reglamenten la constitución de gobiernos de 
coalición. 

 
 

I.7. Fortalecer las funciones de control y fiscalización del Congreso de Jalisco. 
 

I.7.1. Presentación de informes periódicos de las Secretarías y dependencias que 
conformen la Administración Pública Estatal en Jalisco. 
 
I.7.2. Comparecencias obligatorias ante el pleno o ante comisiones del Congreso 
de Jalisco de los titulares de las Secretarías y dependencias que conformen la 
Administración Pública Estatal en Jalisco.  

 
I.8. Establecer e impulsar buenas prácticas de buen gobierno en los municipios y 
regiones donde vamos en Coalición. 

 
I.8.1. Establecer estándares claros de buen gobierno que incluyan la medición de 
sus políticas y acciones a través de indicadores y metas que esté obligado a 
cumplir. 
 
I.8.2. Intensificar el empleo y desarrollo de las nuevas tecnologías de la 
información para los trámites de gobierno (gobierno electrónico). 
 
I.8.3. Fortalecer el Servicio Profesional de Carrera o promover su creación en caso 
de que no exista este esquema en algun gobierno municipal. 
 
I.8.4. Privilegiar el mérito, la idoneidad y el esfuerzo como los elementos 
sustantivos para ocupar cargos públicos. 
 
1.8.5 Desarrollar un modelo de simplificación administrativa para que la 
ciudadanía acceda a los servicios de gobierno de una manera más sencilla y con 
mayor transparencia. 

 
I.9. Reformar el sistema electoral. 

 
I.9.1. Revisar la cantidad y calidad del gasto público en el sistema electoral 
mexicano bajo los principios de la austeridad y eficiencia. 
 



I.9.2. Establecer un mecanismo de representación plural en el Congreso de la 
Unión que sea fiel reflejo de las preferencias electorales de la ciudadanía.  

 
I.10. Garantizar la libertad religiosa y el pleno respeto y tolerancia de las creencias de 
cada uno de los mexicanos, en el marco de la vigencia del Estado laico y de la 
Constitución. 

  



 

II. El combate total y frontal a la corrupción y a la impunidad. 
 
 
En la Coalición Por Jalisco al Frente nos proponemos: 
 

II.1. Sumarnos y fortalecer la campaña nacional en favor del establecimiento de un 
genuino Estado de Derecho y de combate a la impunidad, como mecanismos para 
favorecer nuestra democracia, la seguridad, inversión, creación de empleos, calidad 
de vida y marca país, entre otros aspectos, que será impulsada desde la Coalición a 
nivel nacional.  
 
II.2. Perfeccionar y fortalecer el Sistema Estatal Anticorrupción. 

  
II.2.1. Aumentar e intensificar las capacidades técnicas, legales y presupuestales 
de la Auditoría Superior del Estado de Jalisco para mejorar la vigilancia, control y 
supervisión de los recursos públicos. 
 
II.2.2. Fortalecer y ampliar los programas y mecanismos de cooperación 
internacional en materia de combate a la corrupción. 
 
II.2.3. Revisar integralmente el sistema de responsabilidades y sanciones de los 
servidores públicos y de los agentes privados que interactúan con ellos. 
  
II.2.4. Hacer obligatoria la presentación y publicación de las declaraciones 
patrimoniales, de intereses y fiscal para todas aquellas personas que ejerzan el 
servicio público. 
 
II.2.5. Instituir a nivel local,  la "muerte civil" a servidores públicos y empresas 
privadas que hayan sido condenadas por actos de corrupción, esto es, 
inhabilitarlos para desempeñar cargos públicos o para participar en la contratación 
de compras y de obras gubernamentales, mediante un Registro Público de 
Funcionarios y Empresarios Sancionados e Inhabilitados en el Estado de Jalisco 
 
II.2.6. Transparentar la actuación de los juzgados, de la administración y 
procuración de justicia y del poder judicial en general.  

 
II.2.7. Transparentar el cabildeo en el Congreso de Jalisco. 
 
II.2.8. Impulsar una Comisión Ciudadana para la Investigación de Actos de 
Corrupción, que ayude a poner al descubierto la verdad sobre los casos notables, 
pasados y presentes, de actos de corrupción y exponer públicamente a los 
corruptos, a fin de que se inicie el proceso judicial correspondiente.   

 



II.3. Fortalecer la transparencia de la acción pública. 
 

II.3.1. Promover  una Ley Estatal de Contratos y Obras Públicas, alineada con el 
Sistema Estatal Anticorrupción.  

 
II.3.2. Dar certeza jurídica a la acción de los Observatorios Ciudadanos existentes y 
crear nuevos con capacidad de supervisar y fiscalizar en tiempo real la legalidad, 
transparencia y rendición de cuentas de los contratos de adquisiciones y obras 
públicas celebrados por el gobierno. 

 
II.3.3. Simplificar los mecanismos de acceso de las personas  a la información 
pública gubernamental, y modificar el marco legal, a efecto de minimizar la 
posibilidad de que por opacidad, los entes o funcionarios públicos declaren 
reservada información pública, o peor aún, la declaren como inexistente. 
 
II.3.4. Identificar los trámites y procesos que con mayor frecuencia se prestan a la 
opacidad y a la discrecionalidad y simplificarlos, sujetándolos a controles 
tecnológicos y de digitalización. 
 
II.3.5. Hacer que todos los entes públicos se apeguen a la Ley de Contabilidad 
Gubernamental (con un solo catálogo de cuentas para el registro de los activos, 
pasivos, ingresos y gastos) como un mecanismo de transparencia y rendición de 
cuentas. 
 

  



III. La pacificación del país, con seguridad, respeto a los derechos 
humanos y justicia para todas las personas 

.    
 
En la Coalición Por México al Frente nos proponemos: 
 

III.1. Diseñar e implementar una política de seguridad humana de carácter integral, 
para que todas las personas gocen de su derecho inalienable a vivir en un entorno 
seguro y libre de violencia, atendiendo las causas estructurales de la violencia y la 
delincuencia. 

 
III.1.1. Hacer el cumplimiento del Estado de Derecho un eje fundamental de la 
seguridad ciudadana. 

III.1.2. Impulsar desde el legislativo estatal acciones que contribuyan al rediseño de 
las instituciones y sus políticas públicas para la atención de los problemas de 
seguridad en la entidad. 

III.1.3. Fortalecer los esquemas de cooperación interinstitucional e 
intergubernamentales para la procuración de la justicia y las acciones de seguridad 
ciudadana. 

III.1.4. Concentrar los esfuerzos en combatir los delitos que más lastiman a la 
sociedad, comenzando con el homicidio, robo con violencia, los feminicidios, el 
secuestro y la extorsión.  

III.1.5. Combatir los abusos y violaciones a derechos humanos tales como: la trata 
de personas, la desaparición forzada, la desaparición, la afectación de derechos en 
contextos de movilidad humana, las ejecuciones extrajudiciales y todas aquellas 
privaciones de la libertad contrarias a la ley. 

III.1.6. Establecer desde los municipios, programas para prevenir y reducir la 
violencia en todas sus dimensiones, a través de políticas y acciones de prevención 
de la violencia y el delito, la recuperación de espacios públicos y el fomento a la 
cultura de la legalidad.  

III.1.7. Implementar programas de inclusión y atención para niños, niñas, 
adolescentes y jóvenes que viven en contextos y entornos de violencia. 

III.1.8. Recuperar espacios públicos creando entornos seguros de convivencia 
como una política pública posible desde los municipios. 

III.1.9. Reconsiderar las prioridades del gasto en seguridad dando prioridad al 
gasto estratégico tareas de investigación, inteligencia y procuración y 
administración de justicia. 



III.1.10. Garantizar el acceso a la procuración e impartición de justicia con 
perspectiva de género con la finalidad de hacer realidad el derecho de las mujeres 
a una vida libre de violencia.  

 
III.2. Implementar una política de seguridad ciudadana que garantice el pleno respeto 
de los derechos humanos, proteja a las víctimas y se sustente en la participación 
ciudadana.   

 
III.2.1. Fortalecer la participación de la sociedad civil para la formulación, 
implementación, seguimiento y evaluación de las políticas de seguridad. 

III.2.2. Fomentar y fortalecer la participación de la ciudadanía en el diseño, 
seguimiento y evaluación de las políticas de seguridad de sus comunidades.   

III.2.3. Fortalecer los mecanismos de seguimiento y atención de las 
recomendaciones de la Comisión Estatal de Derechos Humanos Jalisco. 

III.2.4.  Mejorar los mecanismos locales para proteger la integridad de las víctimas 
de la violencia y la delincuencia, a partir del compromiso con la plena aplicación de 
la Ley de Acceso de las Mujeres a un Vida Libre de Violencia, la Ley General de 
Víctimas, y la Ley General de Desaparición Forzada de Personas y Desaparición 
cometida por Particulares. 

III.2.5. Garantizar el debido proceso y la erradicación de la tortura o la coerción 
para obtener declaraciones de los acusados. 

III.2.6. Combatir la trata de personas en sus diversas modalidades y establecer 
programas específicos de atención a las víctimas de estos delitos, 
proporcionándoles el apoyo necesario para su reinserción social. 

III.2.7. Garantizar a las mujeres el derecho de acceso a la justicia mediante el 
diseño e implementación de protocolos de actuación por parte de las autoridades 
de seguridad pública, así como de procuración y administración de justicia, para 
erradicar el grave flagelo de los feminicidios y de la violencia contra las mujeres. 
Los diversos agentes del Estado relacionados con esta problemática recibirán la 
capacitación adecuada para la correcta e inmediata implementación de dichos 
protocolos. 
 

III.3. Fortalecer a las instituciones policiales para enfrentar al delito y recuperar la 
confianza de la sociedad.  
 

III.3.1. Fortalecer las capacidades policiales mediante la capacitación permanente 
y el uso de tecnología e inteligencia, como elementos fundamentales para abatir 
los delitos. 



III.3.2. Mejorar los mecanismos de colaboración y coordinación de los cuerpos 
policiales para lograr que éstos sean eficientes y atiendan la demanda ciudadana 
de combate a los delitos. 

III.3.3. Fomentar el respeto y la confianza en las policías, a través del proceso de 
certificación, evaluación y controles de confianza abierto al escrutinio y a la 
participación de la sociedad civil. 

III.3.4. Dignificar y enaltecer a los miembros de las corporaciones policiales, a 
través de salarios dignos, prestaciones sociales y protección para el personal de las 
instituciones policiales y sus familias.  

III.3.5. Fortalecer a las policías municipales, de proximidad y comunitarias, para el 
desempeño de las tareas de seguridad ciudadana como la contención de los 
delitos del fuero común y tareas para preservar la paz pública y la convivencia 
social. 

 

III.4. Combatir las malas prácticas, la impunidad, y la corrupción en el sistema de 
impartición y procuración de justicia. 
 

III.4.1. Reforzar la oralidad de los juicios en las distintas materias del quehacer 
jurídico. 

III.4.2. Supervisar la correcta implementación del sistema de justicia penal 
acusatorio, teniendo como prioridad la capacitación permanente de todos los 
servidores públicos que participan en él.  

III.4.3. Fortalecer las capacidades de los ministerios públicos para la investigación y 
consignación de los delincuentes.  

III.4.4. Utilizar herramientas tecnológicas para evitar la comisión de delitos desde 
las cárceles. Establecer la obligación nacional del bloqueo de señales de teléfono 
celular e internet al interior y en las periferias de tales centros.  

III.4.5. Impulsar la profesionalización, capacitación del personal de los centros 
penitenciarios de reinserción y establecer controles de confianza y evaluación 
permanente. 

III.4.6. Establecer medidas eficaces contra la corrupción, el trato discriminatorio 
y/o diferenciado de las personas en reclusión, las violaciones a sus derechos 
humanos, el consumo y el tráfico de drogas, la inducción a la comisión de delitos al 
interior de los centros de reclusión. 



III.4.6. Hacer obligatorios el trabajo y la educación penitenciarias e implementar 
mecanismos de seguimiento y evaluación de los programas de reinserción social.  

  



IV. La necesidad de un desarrollo económico con crecimiento, 
inclusión social y sostenibilidad 

 
 
En la Coalición Por México al Frente nos proponemos: 
 

IV.A. Una economía para la inclusión y el bienestar. 
 

IV.A.1. Impulsar un modelo de desarrollo inspirado en los principios de la 
economía social de mercado orientada al crecimiento económico con equidad. 

 
IV.A.2. Establecer políticas públicas desde los municipios que combatan la 
pobreza, la desigualdad y la marginación en todas sus dimensiones y 
manifestaciones. 
 
IV. A. 3. Impulsar desde el Congreso del Estado de Jalisco las reformas necesarias 
que impulsen los cambios constitucionales a nivel nacional para lograr: 

 
o Establecer un salario mínimo digno, decente y suficiente para las personas 

que trabajan. 
 
o Garantizar el derecho a una renta básica universal que atienda las 

necesidades de las personas y garantice su libertad. 
 
o Asegurar la igualdad salarial entre mujeres y hombres por trabajos iguales. 

Sancionar el requisito de la prueba de embarazo para acceder a un trabajo, 
así como el despido por la misma razón. 

 
o Fomentar programas de apoyo a las madres trabajadoras para facilitar que 

puedan continuar con su vida laboral, mientras sus hijos están bajo cuidado 
de personal capacitado en centro de desarrollo infantil. 

 
o Combatir el fenómeno de la feminización de la pobreza mediante políticas 

públicas y planes de gobierno tendientes a promover la participación de las 
mujeres en la vida económica del país, estableciendo programas de becas, 
de capacitación y créditos para emprender negocios, así como estímulos 
fiscales a empresas que tengan programas que colaboren con este 
propósito. 

 
IV.A.4. Promover el desarrollo de las micro, pequeñas y medianas empresas e 
industrias, procurando que en ellas se creen empleos dignos, buscando 
encadenarlas con la industria manufacturera de exportación y la transferencia de 
capacidades tecnológicas y organizacionales.  

 



IV.A.4.1. Impulsar el desarrollo de la economía social, colaborativa y solidaria. 
 
IV.A.4.2. Impulsar el desarrollo e incorporación de energías limpias y renovables 
en Jalisco.  

 
IV.A.4.3. Impulsar el tránsito hacia una economía digital y del conocimiento. 

 
IV.A.5. Establecer una política fiscal integral orientada al bienestar social de las 
familias y el desarrollo económico. 
  

IV.A.5.1. Replantear las políticas de gasto público para que se gaste mejor y de 
manera más racional, prestando servicios de mejor calidad y más oportunos; y 
se impulsen y promuevan el crecimiento económico equilibrado y el desarrollo 
social. 

 
IV.A.5.1.1. Establecer como criterio rector del gasto público el máximo 
beneficio para la ciudadanía.  
 
IV.A.5.1.2. Manejar las finanzas públicas de manera responsable, eficaz, 
eficiente y transparente, evitando duplicidades y estableciendo con claridad 
y justificación los rubros en los que será aplicado el gasto público.  
 
IV.A.5.1.3. Vigilar que el gasto público tenga un efecto de redistribución de la 
riqueza. 
 
IV.A.5.1.4. Reducir la participación del gasto corriente en el gasto total e 
incrementar el gasto de capital para el desarrollo de infraestructura. 
 
IV.A.5.1.5. Mejorar la distribución directa de lo recaudado a nivel municipal, 
con mecanismos adecuados de control, transparencia sobre el origen del 
ingreso y el destino de los gastos, y rendición de cuentas, manteniendo una 
coordinación fiscal efectiva y eficaz. 
 
IV.A.5.1.6. Erradicar los actos de corrupción en la asignación del gasto 
público.  

 
 

IV.A.6. Desarrollo regional. 
 

IV.A.6.1. Desarrollar una estrategia integral de inclusión productiva de integración 
territorial, a través de un conjunto congruente de apoyos productivos e 
inversiones.  
 



IV.A.6.2. Promover agrupamientos regionales integrales, de acuerdo con las 
prioridades definidas en la política de mediano y largo plazo, que vinculen a 
industrias, centros de investigación e instituciones de educación superior. 
 
IV.A.6.3. Fortalecer las capacidades institucionales y de recaudación de los 
municipios para hacer funcional su participación en el desarrollo regional. 

 
 

IV.B. Desarrollo humano. 
 

IV.B.1. Proponer políticas públicas desde lo local para que efectivamente reducir en 
números absolutos la pobreza, la marginación y la desigualdad, y que mejore la vida 
de las familias; bajo criterios de subsidiariedad, garantizando el desarrollo humano. 
 
IV.B.2. Atacar las causas estructurales de la pobreza. 
 
IV.B.3. Transformar la política asistencialista, adoptando una perspectiva de 
derechos humanos que garantice la igualdad de oportunidades y de acceso a los 
bienes y servicios básicos para el desarrollo humano, como la salud, la educación, la 
alimentación, la vivienda y la cultura. 
 
IV.B.4. Procurar que toda la población tenga acceso a una alimentación saludable, 
con una ingesta calórica y nutricional diaria satisfactoria. 
 
IV.B.5. Fortalecer un sistema de educación pública, laica, gratuita y de calidad. 
 
IV.B.6. Promover la cultura cívica y la formación ciudadana.  
 
IV.B.7. Democratizar el acceso a los bienes y servicios culturales como derechos 
humanos impulsando una agenda desde lo local que incluya: 
 

 Incorporar el enfoque de industrias culturales, en las políticas públicas sobre 
cultura, y vincularlas con las políticas de desarrollo económico.  

 

 Fortalecer la diversidad cultural regional, descentralizando los programas 
culturales, para estimular que las instituciones estatales y privadas sean 
copartícipes en el diseño y financiamiento de las actividades culturales. 

 

 Promover valores de identidad cultural que promuevan la cohesión social y el 
orgullo nacional.  

 

 Promover el desarrollo cultural y la creatividad entre la niñez y la juventud, 
por medio de la educación y su participación en eventos culturales. 

 



 Recuperar los espacios públicos promoviendo en ellos programas culturales. 
 
 

IV.B.8. Buscar que en Jalisco se establezca una política de Estado que fomente la 
ciencia y la tecnología mexicanas, orientándola con visión estratégica a contribuir al 
desarrollo nacional y desde la agenda legislativa local: 
 

 Incrementar los presupuestos públicos destinados a la investigación 
científica y el desarrollo tecnológico, incluyendo programas de divulgación 
científica y técnica, dándoles continuidad a lo largo del tiempo. 

 

 Priorizar programas y proyectos de investigación y desarrollo científico y 
tecnológico orientados al beneficio social. 

 

 Consolidar una política de ciencia y tecnología de largo plazo, orientada a 
sectores estratégicos prioritarios y a proyectos  

 
IV.B.9. Impulsar desde el Congreso del Estado de Jalisco las medidas necesarias para 
fortalecer un sistema de salud universal y de calidad internacional.  
 
IV.B.10. Formular una política de vivienda con enfoque de derechos humanos,  para 
que las y los mexicanos gocen de vivienda digna, de calidad, acorde con sus 
necesidades,  convivencia comunitaria y acceso a internet.  
 
IV.B.11. Impulsar políticas públicas transversales que garanticen los derechos de las 
mujeres, los niños, niñas y jóvenes, las personas adultas mayores y las personas con 
discapacidad; con un enfoque de inclusión social, sin discriminación o algún tipo de 
violencia. Esto implica una reforma legislativa local fundamentada en: 
 

 Establecer políticas públicas para garantizar la atención prioritaria para el pleno 
ejercicio de los derechos de las personas que debido a la desigualdad enfrentan 
discriminación, exclusión, maltrato, abuso, violencia y mayores obstáculos para el 
pleno ejercicio de sus derechos y libertades fundamentales. 
 

 Afirmar un criterio de transversalidad de género en el diseño, aplicación y 
evaluación de las políticas públicas. 
 

 Garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, a través de 
políticas públicas encaminadas a prevenir, atender, sancionar y erradicar la 
violencia contra ellas. 
 

 Garantizar el enfoque de juventud en las políticas públicas, e impulsar la 
participación de las y los jóvenes en el diseño, instrumentación y evaluación de 
éstas.  



 
 

 Establecer políticas públicas que promuevan una calidad de vida digna y saludable 
para las personas adultas mayores, con un enfoque de derechos humanos. 
 

 Implementar políticas públicas orientadas a garantizar los derechos políticos, 
económicos, sociales y culturales de los pueblos indígenas y erradicar su 
marginación social y económica. 
 

 Promover la inserción social y económica de las personas con alguna 
discapacidad, y adecuar la infraestructura pública y privada para contribuir a dicho 
propósito.  

 
IV.B.12. Impulsar el desarrollo de ciudades y pueblos digitales. 
 
IV.B.13. Promover el derecho a la privacidad y la seguridad cibernética. 
 
IV.B.14. Defender la libertad de expresión sin censura gubernamental en las redes 
sociales digitales. 
 
IV.B.15. Establecer una amplia agenda digital para el desarrollo económico que 
contribuya a profundizar la inclusión financiera y el desarrollo de la economía 
digital. 
 
 
 
 

IV.C. Medio ambiente y desarrollo sostenible. 
 

IV.C.1. Poner al desarrollo sostenible en el centro de la estrategia de desarrollo local. 
 

IV.C.2. Incorporar los principios de justicia intergeneracional, precautorio, evaluación 
ambiental estratégica y el que contamina paga para toda explotación de los recursos 
naturales o cualquier tipo de proyecto productivo, recreativo o turístico. 

 
IV.C.3. Fortalecer el marco jurídico y las instituciones encargadas de salvaguardar los 
ecosistemas del país y de revertir su degradación, así como de cuidar el medio 
ambiente y la protección a los animales. 
 
IV.C.4. Buscar que se garantice en lo local la obligación del Gobierno de Jalisco de 
Instrumentar políticas que aseguren que el país cumpla con sus compromisos 
internacionales en materia de cambio climático y calentamiento global, así como de 
protección de la biodiversidad. 

 



IV.C.5. Impulsar una agenda legislativa local que integre las políticas de desarrollo 
económico consideraciones de sostenibilidad ambiental con lo siguientes ejes: 

 

 Integrar a las comunidades en el diseño, ejecución y supervisión de los planes y 
proyectos de desarrollo que afectan los recursos naturales de sus localidades, 
respetando sus derechos, formas de vida, usos y costumbres, desde un enfoque 
intercultural.   

 

 Los proyectos de desarrollo turísticos y de inversión públicos o privados, deberán 
contar con el consentimiento libre, previo e informado de las comunidades.  

 

 Establecer regulaciones para que la explotación de los recursos naturales de 
pueblos originarios y comunidades indígenas sea sostenible y beneficie a las 
propias comunidades.  
 

 Llevar a la práctica el principio de que quien contamina paga en toda explotación 
de los recursos naturales o proyecto productivo, recreativo o turístico.  

 

 Impulsar el desarrollo de empresas limpias y ambientalmente sostenibles que 
contribuyan al desarrollo económico y social del país, basadas en la explotación 
racional de los recursos, con evaluaciones ambientales estratégicas, límites de 
contaminación, gestión de residuos y condiciones saludables para los 
trabajadores. 
 

 Fomentar proyectos ambientalmente sostenibles en zonas marginadas, evitando 
prácticas de explotación irracional que ponen en riesgo sus recursos naturales. 
 

 Promover el turismo ambientalmente sostenible y comprometido con el 
desarrollo de las comunidades locales.  

 
IV.C.6. Proponer acciones que detengan la sobreexplotación y contaminación de los 

acuíferos en nuestros municipios y regiones, aprovechando racionalmente el agua y 
garantizando su abasto suficiente. 

 
IV.C.7. Promover la creación de planes de ordenamiento territorial. 

 
IV.C.8. Fomentar el uso de las energías limpias y renovables. 
 
IV.C.9. Planear e implementar programas de protección civil y prevención de 
desastres, con participación y corresponsabilidad de distintos sectores. 

 


